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Región de Murcia
Consejería de Economía y Hacienda

Intervención General


INFORME DE FECHA 24 JUNIO DE 2000, RELATIVO A CONSULTA SOBRE FISCALIZACION DE CONVENIOS DE COLABORACION.

ANTECEDENTES

Ha tenido entrada en esta Intervención General, remitida por la Intervención Delegada de Trabajo y Política Social consulta relativa a la fiscalización de convenios de colaboración con entidades públicas o instituciones sin fin de lucro y que reúnen las siguientes características: su objeto es para la realización de actividades con fines de utilidad pública o interés social, la financiación del compromiso que comporta se hace sobre partidas presupuestarias de los capítulos IV o VII (no nominativas), por lo cual se les da carácter de ayuda o subvención y no existen bases reguladoras en las que se contemple la realización del convenio en cuestión.

El Interventor Delegado consultante estima que para la tramitación del expediente, es necesaria la “declaración expresa” a la que se refiere el artículo 64 del Decreto Legislativo nº 1/1999, de 2 de diciembre, como requisito previo en la iniciación del expediente.

Así mismo, entiende que en caso de ser necesaria la misma y no aportándose, a la vista del punto undécimo del Acuerdo de Consejo de Gobierno de 10 de junio de 1999 sobre fiscalización limitada previa, el informe a realizar sería de conformidad y sin reparos, aunque se debería hacer una observación complementaria sobre tal carencia.

CONSIDERACIONES

Dado que la consulta se plantea en términos generales, sin que se una al escrito el convenio concreto que origina la misma, unido a la importancia de la materia, así como a su escasa regulación, se efectúa un análisis global de la utilización de la técnica convencional.

Conviene, en primer término discernir entre contratos y convenios. El derecho positivo no da ninguna definición de la figura del convenio. Su característica esencial es que tras los mismos existe una colaboración para alcanzar un fin que interesa a las partes de forma conjunta, mientras que en los contratos existe un intercambio de prestaciones a cambio de un precio.

CONVENIO DE COLABORACION COMO TECNICA DE ADMINISTRAR.

Uno de los rasgos que mejor definen a la Administración actual frente a la de otras épocas, es la aparición de fórmulas negociales que sustituyen al tradicional mecanismo de la decisión unilateral.

Esta actividad convencional se produce en dos áreas perfectamente diferenciadas:

· En las relaciones entre Administraciones Públicas para coordinarse y cooperar en el ejercicio de sus competencias (art. 4 de la Ley de Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas y del Procedimiento Administrativo Común).

· En las relaciones que mantienen las Administraciones con los particulares interesados, ya sean personas físicas o jurídicas.

EL CONVENIO DE COLABORACION EN LA LEY DE CONTRATOS DE LAS ADMINISTRACIONES PUBLICAS.

El convenio de colaboración, está excluido del ámbito de aplicación de la Ley de Contratos de las Administraciones Públicas (art. 3.1), por entender que a través de esta fórmula no se establece una relación contractual con intereses enfrentados que se satisfacen con las contraprestaciones recíprocas de las partes, sino que por el contrario estamos ante una actuación de interés común donde las partes colaboran para un mismo fin.

El artículo 3 de la LCAP, en las letras c) y d) de su apartado primero, deja fuera de su ámbito de aplicación a los siguientes tipos de convenios:

“c) Los convenios de colaboración que celebre la Administración General del Estado con la Seguridad Social, las Comunidades Autónomas, las Entidades Locales, sus respectivos Organismos autónomos y las restantes entidades públicas o cualquiera de ellos entre sí.

d) Los convenios de colaboración que, con arreglo a las normas específicas que los regulan, celebre la Administración con personas físicas o jurídicas sujetas al derecho privado, siempre que su objeto no esté comprendido en los contratos regulados en esta Ley o en normas administrativas especiales. Quedarán asimismo excluidos de la presente Ley los convenios que sean consecuencia del artículo 223.1 b) del Tratado Constitutivo de la Comunidad Europea.”

En las letras g), h) e i) del apartado primero del artículo 3 de la LCAP, se excluyen igualmente de esta Ley a los contratos y convenios derivados de acuerdos internacionales celebrados de conformidad con el Tratado Constitutivo de la Comunidad Europea, los efectuados en virtud de acuerdos internacionales relativos al estacionamiento de tropas o los efectuados por el procedimiento específico de una organización internacional.

La LCAP, al igual que hace la LRJAP-PAC se remite, en cuanto a la posibilidad de celebración de convenios “a las normas específicas que los regulan”, y establece que a falta de normas específicas se aplicarán ”los principios de esta Ley para resolver las dudas y lagunas que pudieran presentarse”. En cuanto a su objeto, señala la Ley que no debe estar comprendido en los contratos regulados en la misma o en normas administrativas especiales.

LA TERMINACION CONVENCIONAL DEL PROCEDIMIENTO ADMINISTRATIVO.

La LRJAP-PAC incorpora un precepto genérico sobre el empleo de fórmulas negociales en la tramitación o terminación de procedimientos administrativos, así el artículo 88 de la misma, bajo el epígrafe de “Terminación convencional” dispone:

“1. Las Administraciones Públicas podrán celebrar acuerdos, pactos, convenios o contratos con personas tanto de derecho público como privado, siempre que no sean contrarios al Ordenamiento jurídico ni versen sobre materias no susceptibles de transacción y tengan por objeto satisfacer el interés público que tienen encomendado, con el alcance, efectos y régimen jurídico específico que en cada caso prevea la disposición que lo regule, pudiendo tales actos tener la consideración de finalizadores de los procedimientos administrativos o insertarse en los mismos con carácter previo, vinculante o no, a la resolución que les ponga fin.

2. Los citados instrumentos deberán establecer como contenido mínimo la identificación de las partes intervinientes, el ámbito personal, funcional y territorial, y el plazo de vigencia, debiendo publicarse o no según su naturaleza y las personas a las que estuvieran destinados.

3. Requerirán en todo caso la aprobación expresa del Consejo de Ministros, los acuerdos que versen sobre materias de la competencia directa de dicho órgano.

4. Los acuerdos que se suscriban no supondrán alteración de las competencias atribuidas a los órganos administrativos ni de las responsabilidades que correspondan a las autoridades y funcionarios relativas al funcionamiento de los servicios públicos.”

El Reglamento de subvenciones desarrolla en su artículo 7 el reproducido artículo de la LRJAP-PAC no habilitando a la Administraciones para recurrir a la vía convencional en ningún supuesto concreto, sino que es necesario que las normas reguladoras de la subvención así lo prevean.

EL REGIMEN DE CONVENIOS COMO TECNICA PARA LA CONCESION DE SUBVENCIONES. SU APLICACIÓN EN EL AMBITO REGIONAL.

En el ámbito de la actividad subvencional coexiste con el régimen normal de concesión, en el que esta se lleva a cabo mediante un acto administrativo unilateral, un régimen de conciertos o convenios.

En este sentido, ya se ha analizado como la LRJAP-PAC ha introducido un precepto genérico sobre el empleo de fórmulas negociales en la tramitación o terminación de procedimientos administrativos, mediante el que ha establecido el marco de futuras regulaciones de la figura del concierto, que ha sido desarrollado en el ámbito de las ayudas por el Reglamento de Subvenciones.

La LRJAP-PAC no habilita para el empleo de conciertos con carácter general, sino que sigue siendo necesaria una norma legal o reglamentaria, que podrán ser las bases reguladoras de la subvención, correspondiendo a la Administración fijar su alcance, efectos y régimen jurídico específico.

No podrá utilizarse indistintamente el convenio y el acto administrativo unilateral, sino que este último constituye la forma normal de gestión de las subvenciones, en tanto que el convenio reviste carácter excepcional.

El Decreto Legislativo nº 1/1999, de 2 de diciembre, por el que se aprueba el Texto Refundido de la Ley de Hacienda de la Región de Murcia regula las subvenciones y ayudas públicas en su Capítulo Quinto, y cuyo artículo 64 prevé la posibilidad de concesión de subvenciones mediante convenio, con la siguiente redacción:

“Cuando no sea posible promover la concurrencia pública por la especificidad de la materia o por las características que deben reunir la empresa, entidad o persona destinataria de la subvención o ayuda, el Consejo de Gobierno podrá conceder de forma directa ayudas o subvenciones mediante la suscripción de convenios entre la Comunidad Autónoma y entes públicos y privados, cuyo objeto sea la realización de actuaciones de utilidad pública o interés social, previa declaración expresa del Consejero competente sobre la imposibilidad de promover la concurrencia pública, y la utilidad o interés social de la ayuda o subvención.”

El artículo anterior está configurando una vía excepcional para que, no tratándose de una subvención que tenga asignación nominativa en los Presupuestos Generales de la Comunidad Autónoma, o su otorgamiento y cuantía resulten impuestos para la Administración en virtud de normas de rango legal, pueda concederse por el Consejo de Gobierno una subvención o ayuda pública directa a un beneficiario concreto, por medio de un convenio. Para la utilización de esta modalidad de concesión de ayudas deberá quedar acreditado en el expediente: la imposibilidad de promover la concurrencia pública, y la utilidad o interés social de la ayuda o subvención.

Por otra parte, el Decreto número 56/1996, de 24 de julio, por el que se regula el Registro General de Convenios y se dictan normas para la tramitación de estos en el ámbito de la Administración Regional de Murcia en su Exposición de Motivos establece que dicha Disposición tiene como fin “establecer un conjunto de medidas dirigidas a ordenar y racionalizar las actividades de la Administración Regional en el ámbito de las actuaciones convenidas”. Así mismo, se establece como exigencia para que la Administración pueda convenir con particulares o interlocutores públicos: que estos se hallen dotados de capacidad jurídica para obligarse válidamente y que esté presente la idea de colaboración para la consecución de un fin común.

A modo de resumen, de acuerdo con lo anteriormente expuesto, en relación con la concesión de subvenciones por medio de un convenio, se pueden dar los siguientes supuestos:

1. Subvenciones con asignación nominativa en los presupuestos. Dichas subvenciones gozan de un régimen singular configurado a un tiempo por el tenor de la partida presupuestaria, por normas especiales relativas a las mismas y por la aplicación al caso concreto de las normas generales reguladoras del gasto público.

2. Que se trate de una subvención paccionada, tramitada al amparo de lo dispuesto por el artículo 88 de la LRJAP-PAC, posibilidad que debe estar prevista en las bases reguladoras de la misma, y con estricto cumplimiento de los principios de publicidad, concurrencia y objetividad establecidos por el inciso primero, del artículo 62 del TRLHRM.

3. Supuesto excepcional de concesión directa mediante convenio de los previstos en el artículo 64 del TRLHRM.

REGIMEN DE FISCALIZACION DE CONVENIOS QUE IMPLICAN LA CONCESION DE SUBVENCIONES.

Tanto el TRLHRM en su artículo 92, como el Decreto por el que se desarrolla el régimen de control interno ejercido por la Intervención General, establece como objeto de la función interventora, entre otros, el control de todos los actos de la Administración Pública Regional y de sus organismos autónomos que den lugar al reconocimiento de derechos y obligaciones de contenido económico.

Mediante Acuerdo de Consejo de Gobierno de 10 de junio de 1999 se establece el sistema de fiscalización limitada previa previsto por el artículo 95 del TRLHRM, el cual recoge los convenios de colaboración en su apartado undécimo, con el siguiente tenor literal:

“En los expedientes de convenios de colaboración que celebre la Administración Regional con entidades de derecho público o con personas físicas o jurídicas sujetas a derecho privado, los extremos adicionales a que se refiere el apartado primero.1.d) del presente Acuerdo serán los siguientes:

1. Suscripción:

Que existe informe del Servicio Jurídico sobre el texto del Convenio y, en el caso de que impliquen subvenciones, verificación de los requisitos establecidos en el apartado duodécimo del presente Acuerdo.

2. Modificaciones sustanciales: 

Que existe informe del Servicio Jurídico sobre el texto de la modificación.

El inciso primero del apartado duodécimo del Acuerdo de Consejo de Gobierno, en relación con los expedientes de ayudas y subvenciones, y para las subvenciones en general, establece los siguientes extremos adicionales a comprobar en las fases de autorización del gasto y acuerdo de concesión:

“A)Autorización del gasto y acuerdo de concesión.-

Que, en su caso, las bases reguladoras de la concesión han sido informadas por el Servicio Jurídico y publicadas en el “Boletín Oficial de la Región de Murcia”.

Acreditación, por parte del beneficiario, de estar al corriente de sus obligaciones fiscales con la Administración Regional, con las excepciones previstas en la normativa reguladora de las subvenciones.”

Por otra parte, el apartado tercero del artículo 94 del TRLHRM contempla dentro de los supuestos de no sujeción a la fiscalización previa a las subvenciones nominativas, sustituyendo la intervención previa por la toma de razón en contabilidad de las mismas.

Como conclusión a lo anterior, los posibles supuestos que se pueden plantear en cuanto al ejercicio de la función interventora cuando nos encontramos ante un convenio por medio del cual se materializa la concesión de una subvención son los siguientes:

1. Subvenciones con asignación nominativa en los presupuestos: están exentas de fiscalización previa.

2. Cuando se trata de una subvención paccionada, se deberán comprobar los extremos adicionales previstos en los apartados undécimo y duodécimo del Acuerdo de Consejo de Gobierno, debiendo constar en el expediente las bases de convocatoria  de la subvención informadas por el Servicio Jurídico.

3. Cuando no haya sido posible promover la concurrencia pública por la especificidad de la actividad o por las características que deben reunir la empresa, entidad o persona destinataria de la subvención o ayuda, y se haya procedido a la concesión directa de la misma en virtud de lo dispuesto por el artículo 64 del TRLHRM, se deberán comprobar igualmente los extremos adicionales que recoge el Acuerdo de Consejo de Gobierno, si bien, teniendo en cuenta que no procede la incorporación al expediente de bases de convocatoria de la subvención.

CONTESTACION A LA CONSULTA PLANTEADA.

En el supuesto concreto que se plantea, en el que se remite a la Intervención Delegada para su fiscalización un convenio de colaboración que implica la concesión de una subvención, y de acuerdo con lo expuesto, al no tratarse de una subvención con asignación nominativa en los presupuestos, deberán comprobarse los extremos adicionales establecidos por los apartados undécimo y duodécimo del Acuerdo de Consejo de Gobierno por el que se establece la fiscalización limitada previa.

Dado que no se acredita en el expediente que se trate de una concesión directa a efectuar al amparo, y con cumplimiento de los requisitos establecidos por el artículo 64 del TRLHRM, debería incorporarse al expediente las bases de convocatoria de la subvención informados por el servicio jurídico, debiendo por tanto el Interventor emitir informe de reparo, puesto que estaríamos ante un supuesto de terminación convencional del procedimiento por medio de una subvención paccionada, a la que serían de aplicación los principios de publicidad, concurrencia y objetividad exigidos por el apartado primero, del artículo 62 del TRLHRM el otorgamiento de subvenciones.

Murcia, a 24 de junio de 2000

EL INTEVENTOR GENERAL,

Fdo.: Juan Antonio Solera Villena
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